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Decide la Sala el recurso de apelación presentado por el demandante contra el auto del 24 de octubre de 2008, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de la ciudad en esta acción popular que Julián Penagos Correa le promovió al Banco de Bogotá, sucursal Avenida Circunvalar de Pereira.
   



ANTECEDENTES

   



En el referido auto decidió el juzgado rechazar la demanda presentada por Penagos Correa por cuanto dentro del término que le concedió para ello no corrigió el defecto advertido en el proveído del 9 de septiembre relacionado con la aportación de la prueba de la existencia y representación de la entidad demandada. 
  



Inconforme el accionante, interpuso recurso de apelación que fue concedido; una vez tramitado, se procede a resolverlo, previas estas:

  



CONSIDERACIONES

  



A pesar de lo reglado por el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, cuya exequibilidad fue decidida por la Corte Constitucional en la sentencia C-377 de 2002, en garantía de elementales derechos como el de defensa y acceso a la justicia, la Sala acoge el criterio amplio que sobre el particular ha plasmado el Consejo de Estado 
, en virtud del cual se debe acudir a la remisión que al procedimiento civil hace el artículo 44 de la misma ley, para concluir que el auto que rechaza una acción popular es susceptible de alzada. 

   



Pues bien, el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad decidió inadmitir la demanda con el fin de que el peticionario aportara la prueba de la existencia y representación del Banco demandado. Como el señor Penagos Correa guardó silencio, pasados los tres días que prevé el artículo 20 de la ley citada, la rechazó.

   



El recurso se apoyó en que la exigencia del juzgado en la inadmisión de la demanda no era pertinente, porque no es un requisito que establezca el artículo 18 de la Ley 472.

   



Y en realidad, tiene razón el impugante, porque lo que se desprende del inciso segundo del artículo 20, es que la inadmisión de la demanda procede cuando no reúne los requisitos que señala el artículo 18 de la ley, esto es: a) la indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; b) la indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; c) la enunciación de las pretensiones; d) la indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; e) las pruebas que pretenda hacer valer; f) las direcciones para notificaciones; y, g) el nombre e identificación de quien ejerce la acción.
 



De manera que sólo cuando falte uno de estos requisitos puede abrirse paso la inadmisión de la demanda, de donde viene que  el rechazo no puede estar precedido de una orden para corregir defectos diferentes, aun cuando ellos no sean subsanados, porque ello equivaldría a imponerle al accionante una carga que la misma ley no le atribuye.

   



Una revisión de la demanda instaurada por el señor Penagos permite ver cómo ella se ajusta al mandato legal: precisa los derechos colectivos presuntamente vulnerados y lo hechos en que apoya su conclusión, las pretensiones son concretas, señala a la persona jurídica que, según él, está causando el agravio, solicita la práctica de pruebas y, por último se identifica plenamente.  

    



La orden de allegar la prueba de la existencia y representación de la entidad contra la que se dirige la acción no consulta el contenido de esa específica norma, pues no le es dado al juez imponer más condiciones que las que la propia ley señala para su ejercicio que, bien se sabe, corresponde a una cuestión de orden constitucional que tiende a la reparación del daño público que se causa, más que a una contienda procesal propiamente dicha. 
   



Así las cosas, aunque el demandante no subsanó la deficiencia que el juzgado halló en la demanda, como ella no tiene soporte en la norma que establece los requisitos que debe contener, no ha debido inadmitirse y menos rechazarse, sino, por el contrario, darle el trámite correspondiente; de ahí que se revocará la providencia impugnada y se dispondrá, en su lugar, la admisión. 

  



DECISIÓN   





   



En armonía con lo discurrido, la Sala Unitaria Civil -Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto que por apelación ha revisado y, en su lugar:

  



1. Se ADMITE  la acción popular instaurada por Julián Penagos Correa contra el Banco de Bogotá, sucursal Avenida Circunvalar de Pereira.
  



2. De ella córrase traslado a la demandada por el término de diez (10) días para contestarla.  En el acto de notificación infórmesele, además, que la decisión será proferida dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento del término anterior y que tiene derecho a solicitar la práctica de pruebas con la contestación de la demanda.  La notificación se surtirá en la forma dispuesta por el Código de Procedimiento Civil.

    



3. Infórmese a los miembros de la comunidad por medio de un medio masivo de comunicación en la ciudad de Pereira o de cualquier mecanismo eficaz, sobre la iniciación de este trámite.

   



4.  Igualmente notifíquesele este auto al Defensor del Pueblo y al Ministerio Público para los fines previstos en los artículos 13 y 21 de la Ley 472 de 1998.


  



En firme este auto, vuelva la actuación al juzgado de origen.

   



Notifíquese





Los  Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ

     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. C.P: Alier Eduardo Hernández Enríquez, exp.2004-0945-01
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